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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 687/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********.**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

REGIDORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE PENSIONES Y ASUNTOS LABORALES DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintidós de marzo de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 687/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el seis de octubre de dos mil veinte, compareció la C. **********, por propio derecho, para demandar la nulidad del oficio número ********** de **********, signado por la Regidora Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual señala que no resulta procedente la petición de pensión hasta en tanto cumpla con los requisitos estipulados en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.

II.- Por acuerdo de ocho de octubre de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del veinticuatro de noviembre del mismo año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia de la parte actora y de su autorizado el Licenciado **********, y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte actora formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción VIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades de los municipios del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante la respuesta recaída a la petición de la hoy actora en materia de pensiones civiles.

SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado queda plenamente demostrado con el documento que corre agregado a folios 022 y 023 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho **********.
Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la C. **********, mediante el cual la autoridad demandada dio respuesta al escrito presentado por la hoy actora el 13 de agosto de 2020, determinando que no resultaba procedente la petición de pensión hasta en tanto cumpliera con los requisitos estipulados en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí; es inconcuso que cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto impugnado, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos y, por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la C. **********, en su carácter de Regidora Presidenta de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido por los párrafos segundo y tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada de la Primera Sesión Ordinaria de Cabildo de la Administración Municipal para el periodo **********, ésta última que obran a folios 044 a la 048 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 06 al 015 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, propone a manera de excepción las consistentes en “FALTA DE LEGITIMACIÓN PASIVA EN LA CAUSA Y EN EL PROCESO”, “OSCURIDAD EN LA DEMANDA” y “SINE ACTIONE AGIS, SINE JURE”, argumentando sustancialmente que el acto impugnado no es procedente en los términos planteados por la actora, así como la demanda no fue formulada en los términos correctos y que los agravios son inoperantes, inatendibles, improcedentes e insuficientes, ya que existe una notoria falta de cumplimiento de la condición a la que está sujeta la acción que intenta la actora; asimismo que deberá declararse la improcedencia de la acción, toda vez que no existe una afectación a los interés jurídicos de la parte actora, además de que de las constancias de autos se aprecia que no existe el acto impugnado, pues de 
las mismas constancias que acompaña “dan validez, fundamentación y formas requeridas para el caso en concreto”; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad sustenta la excepción que hace valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la parte demandada resultan inatendibles en este momento procesal.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis de jurisprudencia P./J. 135/2001, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:     
Registro digital: 187973

Jurisprudencia

Materias(s): Común

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: Tomo XV, Enero de 2002 

Tesis: P./J. 135/2001      

Página:     5

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy seis de diciembre en curso, aprobó, con el número 135/2001, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a seis de diciembre de dos mil uno.

Máxime, como se señaló en el Considerando Tercero de esta resolución, tomando en cuenta que en el acto impugnado, consistente en el oficio número ********** de **********, se encuentra directamente dirigido a la C. **********, mediante el cual la autoridad demandada dio respuesta al escrito presentado el 13 de agosto de 2020, determinando que no resultaba procedente la petición de pensión hasta en tanto cumpliera con los requisitos estipulados en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí; es inconcuso la existencia de dicho acto que contiene una negativa a su petición y por ende, cuenta con interés jurídico para combatir dicho acto, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos; de ahí lo ineficaz de la manifestación de la autoridad demandada.

Por último, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Por su estrecha relación entre sí, se procede al estudio conjunto de los conceptos de impugnación Primero, Segundo y Tercero del escrito de demanda, en los que la parte actora sustancialmente sostiene que el acto impugnado es ilegal, toda vez que la autoridad demandada señala que de conformidad con la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, así como en el artículo 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, las solicitudes de pensiones se atenderán en atención al cuerpo normativo citado en primer orden, incluyendo a la de los integrantes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, por lo que debió haber realizado las aportaciones correspondientes, en por lo menos 15 años anteriores a la solicitud de jubilación; lo cual señala es incorrecto, pues le impone acreditar que realizó las aportaciones al fondo de pensiones de la Dirección de Pensiones del Estado durante al menos ese tiempo, cuando la Ley invocada no tiene aplicación en el caso particular.
Lo anterior, pues afirma la impetrante que si bien la fracción I del artículo 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, señala que la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales, tendrá a su cargo vigilar la correcta aplicación de la Ley de Pensiones del Estado en el apartado de Pensiones y Jubilaciones, lo cierto es, que dicha Ley tiene aplicación siempre y cuando, según se advierte del artículo 3°, el Municipio de San Luis Potosí haya manifestado expresamente aportar a un fondo las cuotas establecidas por la referida Ley y su Reglamento. Asimismo, derivado de que el Municipio de San Luis Potosí, no tiene convenio y/o contrato con la Dirección de Pensiones del Estado en la que haya expresado aportar a un fondo las referidas cuotas y, por ende, agremiado a los trabajadores del Ayuntamiento, incluyendo a la Dirección de seguridad Pública Municipal a la que pertenece la hoy actora, para gozar de los derechos y obligaciones que dicho cuerpo normativo regula; por tanto, la multicitada Ley no es aplicable en el tema de pensiones y jubilaciones, ya que el Ayuntamiento no se ha sometido para aportar a un fondo las cuotas establecidas en esa Ley.
Asimismo sostiene la demandante, que el Municipio de San Luis Potosí de haber expresado el aportar a un fondo de la Dirección de Pensiones del Estado las cuotas establecidas en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, para agremiar a sus  trabajadores a los derechos y prerrogativas que contempla la misma, previamente el Ayuntamiento, de manera enunciativa, debió haber dado cumplimiento a lo establecido en los artículos 6°, 7°, 10 y 11 de la propia Ley; sin embargo, jamás recibió una tarjeta de identificación que la acreditara como derechohabiente de la Dirección de Pensiones del Estado.
En razón de lo anterior, la actora aduce que es la autoridad demandada a quien le asiste la carga de probar que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es aplicable en el rubro de pensiones y jubilaciones y, por tanto, tiene injerencia en la solicitud de mérito, así como acreditar que el Ayuntamiento Municipal de San Luis Potosí, se sometió voluntaria y expresamente ante la Dirección de Pensiones del Estado a efecto de aportar a un fondo de la citada Dirección las cuotas establecidas por dicha Ley, que remitió un listado de los trabajadores que pretendían afiliarse, que realizó los descuentos respectivos y que los enteró a la citada Dirección. Por lo que, de no hacerlo, resulta inconcuso que la autoridad enjuiciada debe ceñirse únicamente a las leyes y reglamentos que rigen y obligan al Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el rubro de pensiones y jubilaciones.
Continúa señalando la demandante, que la resolución impugnada carece de fundamentación y motivación, pues en el acto impugnado no se cita en qué artículo de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, se establece el requisitos consistente en realizar las aportaciones correspondientes, en por lo menos 15 años anteriores a la solicitud de jubilación, no obstante se pueda intuir, la autoridad pretendió referirse el artículo 52 del cuerpo normativo en comento.
En añadidura, la impetrante señala que las normas aplicables a su solicitud, lo son los artículos 104, fracción VI, 136 y 137 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad pública Municipal de San Luis Potosí; 98 y 99 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí; y 73, fracción XVIII y 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí; preceptos que establecen como único requisito para acceder al derecho de jubilación el alcanzar 25 años de servicio ininterrumpido, el cual cumplió al haber entrado a laborar el **********, por lo que al momento de la solicitud de mérito (**********), contaba con ********** años y ********** meses cumplidos de servicio ininterrumpido.
Finalmente señala la demandante, que derivado de que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, no es aplicable al caso en concreto, en consecuencia, no estaba obligada a realizar las aportaciones a un fondo de la Dirección de Pensiones, durante un mínimo de 15 años anteriores a la solicitud de pensión y, por ende, tampoco a exhibir dichas “exhibiciones”, pues son inexistentes.  En ese sentido, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 104, fracción VI, 136 y 137 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad pública Municipal de San Luis Potosí; 98 y 99 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí, el único requisito para acceder al derecho de jubilación por retiro digno con una pensión del 100% del sueldo que actualmente goza, es que ha prestado sus servicios laborales para el Ayuntamiento de San Luis Potosí por un término de 25 años ininterrumpidos, lo cual acredita con la constancia de antigüedad laboral que exhibe.
Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Primera Sala Unitaria considera que los mismos son sustancialmente fundados y suficientes, para decretar la nulidad del acto que se combate, de conformidad con lo siguiente:

Conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, así como de los preceptos aplicables al caso, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.
Bajo esa tesitura, es menester conocer la determinación contenida en el oficio número ********** de **********, el cual dispone:


De la reproducción anterior, se tiene que la hoy actora en su escrito de 13 de agosto de 2020, solicitó esencialmente que se resolviera el trámite administrativo de jubilación bajo la modalidad de retiro digno del servicio, que incluso, ha solicitado en reiteradas ocasiones desde el año 2014, derivado de que manifestó haber cumplido con más de 25 años de servicio ininterrumpido, lo que acreditaba con la constancia laboral de fecha **********, expedida por la Jefa de la Sección Primera de Estado Mayor, y así poder gozar del beneficio de una pensión al 100% del sueldo mensual percibido.
De esa guisa, la autoridad demandada en contestación a la petición de mérito, considerando de manera general que conforme a la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, así como en el artículo 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, las solicitudes de pensiones se atenderán en atención al cuerpo normativo citado en primer orden, incluyendo a la de los integrantes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; determinó que no resultaba procedente la petición de pensión, hasta en tanto la actora cumpliera con los requisitos estipulados en la citada Ley, en particular que “deberá realizar las aportaciones correspondientes, en por lo menos 15 años anteriores a esta petitoria”, por lo que para darle atención a su petición, debía acreditar tal circunstancia, indistintamente de que, en su momento sean revisados otros requisitos de procedencia para tal efecto, incluso, precisándole que el referido ordenamiento legal le permite solicitar de manera personal la aplicación de los descuentos correspondientes.
En consecuencia, es válido concluir como sostiene la impetrante, que existe ausencia de fundamentación, en cuanto a que la autoridad demandada no cita ningún precepto del ordenamiento legal en que sustenta su determinación, es decir, no precisa qué artículo de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, prevé la obligación de la hoy actora en el sentido de que debe realizar las “aportaciones correspondientes”, cuando menos 15 años anteriores a la solicitud de jubilación y por ende, acreditar dicha circunstancia para la procedencia de su petición; lo que contraviene lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, afectando las defensas de la actora al no permitirle conocer el fundamento legal en que se sustentó la referida obligación, lo que trascendió al sentido del acto impugnado, pues al no satisfacer supuestamente dicho requisito se determinó la improcedencia de su petición y, en consecuencia, se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción II del propio Código.
No obstante lo señalado en el párrafo anterior, se procede al estudio por cuanto hace al señalamiento de la autoridad en el sentido de que conforme a la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, así como en el artículo 105 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, las solicitudes de pensiones de los integrantes de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, se atenderán en atención al cuerpo normativo citado en primer orden y, por ende, la obligación de la hoy actora de realizar las “aportaciones correspondientes”, cuando menos 15 años anteriores a la solicitud de jubilación; lo anterior, aun cuando no se haya precisado algún precepto legal de la citada Ley, por ser cuestión de mayor beneficio para la parte actora se procede a efectuar un análisis de dicho señalamiento en contraste con sus argumentos, a efecto de resolver la cuestión efectivamente planteada, y evitar que únicamente se subsane tal omisión al momento de emitir la resolución que corresponda en cumplimiento a la presente sentencia, es decir, sólo se precise el precepto de dicho ordenamiento legal que pretendió utilizar la autoridad para negar la petición en cuestión, y respecto del cual la actora sostiene que en el caso particular no resulta aplicable.
Al respecto los artículos 1°, 2°, fracciones I, II III, IV y VI y 3° de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, disponen lo siguiente:
“ARTICULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones y que formen parte de cualquiera de los sectores cotizantes; así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones que otorguen los sectores cotizantes y que se encuentran contenidos en esta Ley. 

Los servidores públicos de elección popular no quedan comprendidos en la presente Ley.”

“ARTICULO 2º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

I. LEY: La Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí;

II. DIRECCION DE PENSIONES: Organismo público descentralizado encargado de la administración de los fondos y otorgamiento de pensiones, jubilaciones y demás prestaciones sociales contempladas en esta Ley;

III. ADMINISTRACION PUBLICA ESTATAL: Todas las dependencias y entidades de los tres poderes del Estado, tanto de la administración pública centralizada, como paraestatal;

IV. GRUPOS COTIZADORES: Sindicato, Institución u organismo público descentralizado, que con la anuencia de sus agremiados decida la constitución de un fondo exclusivo da cada grupo cotizante ante la Dirección de Pensiones;(…)

VI. TRABAJADOR: Todo aquel servidor público que cotice en alguno de los fondos de la Dirección de Pensiones; 

(…)”
“ARTÍCULO 3º. La presente Ley será aplicable a funcionarios y empleados dependientes de las instituciones de la administración pública estatal, o municipal en su caso, cuando expresamente manifiesten aportar a un fondo las cuotas establecidas por esta Ley y por el reglamento respectivo.”
De los preceptos transcritos, se establece que dicha Ley regula las pensiones y jubilaciones, servicios y demás prestaciones que otorga la Dirección de Pensiones del Estado a los servidores públicos del Estado de San Luis Potosí, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones del Estado y que formen parte de cualquiera de los sectores cotizantes; así como a los trabajadores –equiparado a servidor público en el artículo 2° fracción VI de la Ley- de los Municipios que contribuyan con sus aportaciones a la propia Dirección de Pensiones del Estado; asimismo, la referida ley será aplicable a funcionarios y empleados de las instituciones de la administración pública estatal, o municipal en su caso, cuando expresamente manifiesten aportar a un fondo las cuotas establecidas por dicha ley o su reglamento.
En ese sentido, de acuerdo con las disposiciones legales transcritas, se desprende que para ser sujeto de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, en el caso de los Municipios, debe entenderse que se requiere la celebración de un convenio a efecto de que éstos contribuyan a la Dirección de Pensiones del Estado, y que sus servidores públicos –trabajadores- se encuentren incorporados como sector cotizante; debiéndose destacar que es la Dirección de Pensiones del Estado la que administra el fondo y en todo caso, es quien sustituye a la administración pública estatal, y municipal en caso de que cotice, en el cumplimiento de las obligaciones de seguridad social previstas en dicha Ley.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa como bien sostiene la actora, la autoridad demandada conforme a su señalamiento debió acreditar la existencia del convenio respectivo, lo cual no aconteció para que se deba considerar que el Municipio de San Luis Potosí, y por ende sus servidores públicos estén incorporados a la Dirección de Pensiones del Estado, por el contrario, únicamente señala la obligación de la enjuiciante para realizar las “aportaciones correspondientes”, cuando menos 15 años anteriores a la solicitud de jubilación, sin que refiera la existencia de dicho convenio. Razón por la cual, como afirma la impetrante, la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, es inaplicable para definir la existencia de tal obligación de la ahora impetrante, si en el caso concreto, es inexistente dicho convenio donde se establezca la obligación de aportar a un fondo las cuotas establecidas por esa Ley y por el reglamento respectivo y, por ende, la correlativa obligación de los trabajadores de aportar al fondo correspondiente.
Lo anterior se corrobora, pues como sostiene la demandante, si fuera el caso, la autoridad demandada debió acreditar que se dio cumplimiento a lo establecido en los artículos 6°, 7°, 10 y 11 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado del tenor siguiente:
“ARTICULO 6º. Las oficinas administrativas de la administración pública estatal, o municipal en su caso, enviarán al Director General de Pensiones, en el mes de enero de cada año, una relación del personal sujeto a los descuentos para el sostenimiento de los fondos de pensiones; asimismo, comunicarán los movimientos de altas y bajas correspondientes.”
“ARTICULO 7º. Los pagadores y en general todos los encargados de cubrir sueldos al personal sujeto a esta Ley, están obligados a efectuar los descuentos que la Dirección de Pensiones les solicite por adeudos de los trabajadores, siendo responsables en caso de no hacerlo, en términos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

También tendrán la obligación de remitir a la propia Dirección las nóminas y recibos en que figuren los descuentos, dentro de los cinco días siguientes a la quincena en que deba hacerse, y a expedir los certificados o informes que se les soliciten. De no efectuarlos, la Dirección de Pensiones podrá amonestarlos para que den cumplimiento en el término de veinticuatro horas, en caso de no hacerlo o si se tratará de una conducta reincidente, se podrá sancionar a la oficina responsable con una multa hasta por el 5 porciento del importe de las cantidades dejadas de descontar, multa que hará efectiva la Secretaría de Finanzas del Estado, independientemente de la responsabilidad a que la persona que haya incurrido en la omisión se haya hecho acreedora.”

“ARTICULO 10. Las instituciones de la administración pública estatal, o municipal en su caso, incorporadas a la Dirección de Pensiones, estarán obligadas a remitir sin demora a la propia Dirección, los expedientes que les solicite de los trabajadores o extrabajadores para las investigaciones a que hubiere lugar; de no hacerlo incurrirán en responsabilidad, sancionada por la ley respectiva.”

“ARTICULO 11. La Dirección de Pensiones expedirá una tarjeta de identificación a cada derechohabiente, que los acreditará como tales ante la propia Institución, y les permitirá ejercer los derechos que otorga la presente Ley. La tarjeta contendrá como mínimo, número de registro, fotografía y tipo de sangre, y será revalidada cuando ésta lo considere pertinente.”
De los preceptos transcritos, se advierten algunas de las obligaciones de la administración pública estatal o municipal (dependencias y entidades de los tres poderes del Estado, tanto de la administración pública centralizada, como paraestatal), en el supuesto de que se haya convenido aportar a un fondo las cuotas establecidas por la referida Ley y su Reglamento, como lo es que, deberán enviar al Director General de Pensiones, en el mes de enero de cada año, una relación del personal sujeto a los descuentos para el sostenimiento de los fondos de pensiones, así como comunicar los movimientos de altas y bajas correspondientes; asimismo estarán obligados, en general, todos los encargados de las referidas administraciones de cubrir sueldos al personal sujeto a esa Ley, a efectuar los descuentos que la Dirección de Pensiones les solicite por adeudos de los trabajadores, así como de remitir a la propia Dirección las nóminas y recibos en que figuren los descuentos, dentro de los cinco días siguientes a la quincena en que deba hacerse; de igual manera, estará obligada la Dirección de Pensiones para expedir una tarjeta de identificación a cada derechohabiente, que los acreditara como tales ante la propia Institución.
De donde se colige, como sostiene la impetrante que la autoridad demandada, en su caso, le asistía la carga de probar en el presente juicio para efecto de establecer la aplicación en la especie de dicha ley que, además de que el Ayuntamiento Municipal de San Luis Potosí, se sometió voluntaria y expresamente ante la Dirección de Pensiones del Estado a efecto de aportar a un fondo de la citada Dirección las cuotas establecidas por dicha Ley, también que remitió un listado de los trabajadores que pretendían afiliarse, dentro de los que se incluía a la hoy actora, que realizó los descuentos respectivos y que los enteró a la citada Dirección; lo cual en la especie no se advierte haya acontecido.
Se robustece lo anterior, con lo dispuesto en los artículos 72 y 91 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, así como los artículos 73, 74, 75, 76 y 105 fracción II del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí; disposiciones que determinan la competencia del Honorable Ayuntamiento y de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, para conocer y resolver sobre las pensiones de sus servidores públicos. Ya que debe entenderse que de encontrarse la hoy actora dentro de algún sector cotizador de la Dirección de Pensiones del Estado la autoridad competente sería la Dirección de Pensiones del Estado en términos del artículo 2° fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado; y para mayor entendimiento a continuación se transcriben las disposiciones legales y reglamentarias citadas:
LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 72. Para el cumplimiento de las actividades inherentes a su cargo, el Presidente Municipal deberá auxiliarse de los demás integrantes del Ayuntamiento formando comisiones permanentes o temporales.”
“ARTICULO 91. Las comisiones carecerán de facultades ejecutivas y podrán ser modificadas por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Cabildo. 

Las comisiones del ayuntamiento serán responsables de estudiar, examinar y proponer a éste los acuerdos, acciones o normas tendientes a mejorar la administración pública municipal, así como de vigilar e informar sobre los asuntos a su cargo; además sobre el cumplimiento de las disposiciones y acuerdos que dicte el cabildo. 

Las comisiones deben entregar al ayuntamiento, en sesión ordinaria, informe trimestral que permita conocer y transparentar el desarrollo de sus actividades, trabajo y gestiones realizadas. 

Los asuntos, disposiciones y acuerdos que no se turnen expresamente a una comisión, quedarán bajo responsabilidad de la Comisión de Gobernación, que estará a cargo del Presidente Municipal.”
REGLAMENTO INTERIOR DEL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ.

“Artículo 73.- En los términos que señala la Ley Orgánica del Municipio Libre, y el acuerdo de cabildo de fecha 1 de Octubre del 2009, el Cabildo conformará con sus miembros, las Comisiones Permanentes que sesionaran y funcionaran de manera regular que para tal efecto son:

I.- Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento. 

II.- Alumbrado y Obras Públicas. 

III.- Asuntos de la Juventud. 

IV.- Atención a las Mujeres. 

V.- Atención a Grupos Vulnerables y de Atención al Migrante. 

VI.- Comercio, Anuncios y Espectáculos. 

VII.- Cultura Recreación y Deporte. 

VIII.- Derechos Humanos. 

IX.- Desarrollo, Equipamiento Urbano. 

X.- Desarrollo Económico. 

XI.- Desarrollo Rural y Asuntos Indígenas. 

XII.- Ecología. 

XIII.- Educación Pública y Bibliotecas. 

XIV.- Gobernación. 

XV.- Hacienda Municipal. 

XVI.- Mercados, Centro de Abastos y Rastro. 

XVII.- Participación Ciudadana.

XVIII.- Pensiones y Asuntos Laborables. 

XIX.- Policía Preventiva Vialidad y Transporte. XX.- Régimen Interno. 

XXI.- Salud Pública. 

XXII.- Servicios. 

XXIII.- Transparencia y Acceso a la Información.

Dichas comisiones se conformarán por un número no menor a tres miembros del Ayuntamiento y serán coordinadas por un Presidente, un Secretario y sus Vocales. El sistema de votación de las comisiones será el utilizado en las sesiones de Cabildo; la Presidencia de cualquier Comisión podrá ser rotativa, en la forma, orden y periodicidad que acuerden los miembros de la misma. 

En todo caso, los presidentes de cada una de las Comisiones están obligados a convocar a éstas, un mínimo de cuatro veces durante el año, para tratar asuntos atinentes a las mismas.

El Presidente de cualquier Comisión Permanente al dejar el cargo por cualquier motivo deberá rendir un informe pormenorizado por escrito, de su gestión, ante el Cabildo, y hacer la entrega formal de los asuntos y documentos de su competencia a quien lo sustituya legalmente en sus funciones.”
“Artículo 74.- El Cabildo Podrá modificar las comisiones permanentes, crear aquellas comisiones permanentes que considere necesarias para cumplir con las funciones de vigilancia definidas por este Reglamento Interno o crear comisiones especiales para atender transitoriamente asuntos concretos. 

La creación de las comisiones Permanentes, deberá de quedar asentada en acta de cabildo.

Las comisiones son órganos auxiliares de análisis, consulta, gestoría y dictamen del ayuntamiento para el mejor cumplimiento de sus funciones públicas.”
“Artículo 75.- Son Comisiones de Protocolo y Cortesía las designadas por el Presidente Municipal, para fungir con alguna función específica en una sesión solemne.”
“Artículo 76.- Las Comisiones del Ayuntamiento no tendrán facultades ejecutivas correspondientes a los Órganos del Gobierno Municipal que tienen a cargo la prestación de los servicios y el ejercicio de las funciones gubernativas y administrativas correspondientes, pero podrán realizar funciones de gestoría a partir de solicitudes ciudadanas, encargándose además de vigilar el cumplimiento de las Leyes y Reglamentos aplicables por parte de las direcciones cuya vigilancia les es encomendada por este Reglamento Interno.”
“Artículo 105.- La Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales tendrá a su cargo:

…

II.- Dictaminar la procedencia o improcedencia de las solicitudes de Pensión y Jubilación y someter el dictamen a la aprobación del Cabildo;

(…)”
Una vez precisado lo anterior, se debe decir, que el derecho a la seguridad social está reconocido como uno de los derechos humanos de eficacia internacional, que participa con los demás de las características de universalidad, inalienabilidad, indivisibilidad e interdependencia, en cuanto contribuye a asegurar que las personas alcancen una vida plena y digna, cuyo reconocimiento a nivel normativo impone a los Estados la obligación de respetarlos, protegerlos y satisfacerlos y, concretamente, a los operadores de las normas que los consagran, de utilizar el principio pro homine en su interpretación. 

De ahí que el Estado mexicano, a través de su Poder Legislativo, ha sentado las bases conforme a las cuales se desarrolla el derecho a la seguridad social en el rubro de una jubilación, que establece el derecho de los trabajadores a recibir una pensión jubilatoria de acuerdo con las aportaciones realizadas al régimen de seguridad social, aportaciones que, en principio, deben ser por parte de trabajador y por parte del patrón. 

En este sentido, debe tenerse presente que tratándose de los derechos etiquetados como "sociales", los pactos internacionales imponen a los Estados un conjunto de deberes que pueden considerarse el "núcleo duro" del derecho relativo, además que esperan de ellos que amplíen su eficacia, preponderantemente, en la medida que lo permitan las condiciones económicas del país. 

Por ende, el régimen de seguridad social en el ramo específico de la pensión por jubilación satisface la exigencia nuclear del derecho relativo reconocido en los instrumentos internacionales, en cuanto garantiza a los beneficiarios la percepción de una cantidad para solventar sus necesidades vitales, que en términos de la ley se incrementa periódicamente de acuerdo con los factores de indexación aplicables. 

Cabe señalar que para considerar que se vulnera el mencionado derecho humano, bastaría con negar ese derecho o que éste sea tan precario que haga nugatorio el fin perseguido; esto es, que no permita la subsistencia digna del jubilado, de acuerdo con las condiciones sociales, culturales y económicas de la población.

Estas notas teóricas encuentran fundamento en el artículo 123, apartado B, fracciones XI y XII de la Constitución Política Estados Unidos Mexicanos, cuyo contenido a continuación se reproduce:

“Artículo 123.

…

B

…

XI. La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 
a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte.

(…)”
…

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. 
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. 
Las autoridades federales, de las entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social.

(…)”
(Énfasis añadido)

De esa guisa, en términos del artículo 123, apartado B, fracciones XI y XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los integrantes de los cuerpos de seguridad pública tienen derecho a la seguridad social, que comprende entre otras prestaciones, el derecho a la jubilación o pensión de retiro, invalidez o muerte, ya que la pensión de retiro o jubilación garantiza un ingreso adecuado para una vida digna y decorosa del trabajador, después de su vida activa.

Consideraciones anteriores de esta Sala que resultan acordes con el contenido del criterio jurisprudencial PC.I.A. J/135 A (10a.), cuyo rubro es: “POLICÍA AUXILIAR DE LA CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE SUS MIEMBROS PERTENECEN CONSTITUCIONALMENTE A UN RÉGIMEN ESPECIAL DONDE NO PUEDE RECLAMARSE LA POSIBLE AFECTACIÓN A DERECHOS LABORALES, LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LES RECONOCE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL”
, el cual establece que la seguridad social es un derecho reconocido a los integrantes de los cuerpos de seguridad pública por el artículo 123 aparatado B fracciones XI y XIII párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como una prerrogativa fundamental, la cual es igualmente reconocida para toda persona como un derecho humano en los instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, particularmente en los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 9 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador"; que comprende el derecho a la jubilación o pensión de retiro, invalidez o muerte, ya que la pensión de retiro o jubilación garantiza un ingreso adecuado para una vida digna y decorosa del trabajador, después de su vida activa. A efecto de dar claridad a lo anterior se transcribe la citada Jurisprudencia:

Registro digital: 2019263

Instancia: Plenos de Circuito

Décima Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: PC.I.A. J/135 A (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 63, Febrero de 2019, Tomo II, página 1904

Tipo: Jurisprudencia

“POLICÍA AUXILIAR DE LA CIUDAD DE MÉXICO. AUNQUE SUS MIEMBROS PERTENECEN CONSTITUCIONALMENTE A UN RÉGIMEN ESPECIAL DONDE NO PUEDE RECLAMARSE LA POSIBLE AFECTACIÓN A DERECHOS LABORALES, LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LES RECONOCE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL. De acuerdo con el artículo 123, apartado B, fracciones XI y XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los miembros de las instituciones de seguridad pública se rigen por sus propias leyes; no obstante, en ese mismo precepto se les reconoce el derecho a la seguridad social, como una prerrogativa fundamental, igualmente reconocida para toda persona como un derecho humano en los instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, particularmente en los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 9 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Protocolo de San Salvador". De acuerdo con esas disposiciones, el derecho a la seguridad social de todo trabajador aplica igualmente a los miembros de los cuerpos policiales e incluye el derecho a la jubilación o pensión de retiro, invalidez o muerte, ya que la pensión de retiro o jubilación garantiza un ingreso adecuado para una vida digna y decorosa del trabajador, después de su vida activa. Por tanto, los elementos de la Policía Auxiliar de la Ciudad de México, que prestan sus servicios al Estado, aun cuando tienen una relación de naturaleza administrativa, gozan en esos términos del derecho a la pensión de retiro o jubilación.

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Esta tesis se publicó el viernes 08 de febrero de 2019 a las 10:10  horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Como se advierte, el derecho a la seguridad social es un derecho humano que no puede ser obviado por ningún orden de gobierno, incluido el nivel municipal, y entre sus bases mínimas se encuentra el derecho a la jubilación.

Máxime de conformidad con la fracción XIII del artículo 123 de la Constitución Federal, previamente citada: “Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes…”, implica que los órdenes de gobierno respectivos deben crear las leyes que serán aplicables para los miembros de las instituciones policiales, por lo que si no existe un orden especial en el Municipio de San Luis Potosí, sobre procedimientos para acceder a derechos de seguridad social para los miembros de la policía, dicha omisión no puede ser imputable a la hoy impetrante, sino el propio gobierno que es el facultado y obligado a corregir tal desatención.
En ese contexto, los artículos 84, párrafos primero y tercero de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 57 fracción VII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y 98, fracción XVI, 136 y 137 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, establecen el derecho a la seguridad social, en particular para los miembros de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, que a continuación se reproducen:

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

“Artículo 84.- La remuneración de los integrantes de las Instituciones Policiales será acorde con la calidad y riesgo de las funciones en sus rangos y puestos respectivos, así como en las misiones que cumplan, las cuales no podrán ser disminuidas durante el ejercicio de su encargo y deberán garantizar un sistema de retiro digno. 

…

Para tales efectos, la Federación, las entidades federativas y los municipios deberán promover en el ámbito de sus competencias respectivas, las adecuaciones legales y presupuestarias respectivas, en los diferentes ámbitos de competencia.”
LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

“ARTICULO 57. Son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública: 

…

VII. Disfrutar las prestaciones y servicios de seguridad social, garantizando un sistema de retiro digno;

(…)”
REGLAMENTO INTERNO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL.

“Artículo.98- El personal operativo tendrá el goce de los siguientes derechos:

…

XVI. Obtener el beneficio de las pensiones por edad avanzada, enfermedad, invalidez total o parcial, en los casos y con los montos que marque la legislación aplicable, con la autorización del Cabildo.

(…)”
“Artículo 136.- Se entenderá por retiro digno del servicio el hecho de que los elementos puedan dejar de participar en las tareas activas de la Corporación mediante una jubilación, al alcanzar los 30 años de servicio en el caso de los hombres, y 25 en el caso de las mujeres.” 

“Artículo 137.- Se entenderá por jubilación de los integrantes de la Corporación, el acto administrativo por medio del cual, tras 30 años de servicio ininterrumpido los hombres y 25 las mujeres, se retiren de las tareas activas de Seguridad Pública y cesen los efectos de su nombramiento, y puedan gozar, con la autorización del Cabildo, del beneficio de una pensión, la cual consistirá en el pago del 100% del sueldo mensual que gocen en el grado policial que les corresponda al momento de la jubilación.
Adicionalmente el Cabildo puede autorizar, si así lo considera procedente, un estímulo económico para los elementos que se jubilen.”

(Énfasis añadido)

Es importante, para el caso que nos ocupa, destacar que de la interpretación conjunta de los preceptos transcritos, se desprende que las autoridades deben garantizar un sistema de retiro digno de los elementos de las instituciones policiales; asimismo se desprende que los integrantes de los cuerpos de seguridad tienen el derecho a disfrutar las prestaciones de seguridad social y a que se les garantice un sistema de retiro digno, de los cuales gozará con el derecho a obtener una pensión, como expresión del derecho humano a la seguridad social.

Aunado a lo anterior de tales preceptos se establece lo que debe entenderse como retiro digno, que consiste en el hecho de que los elementos puedan dejar de participar en las tareas activas de la Corporación mediante una jubilación, al alcanzar los 30 años de servicio en el caso de los hombres, y 25 años en el caso de las mujeres; jubilación de los integrantes de la Corporación, que se encuentra definida como el acto administrativo por medio del cual, tras 30 años de servicio ininterrumpido los hombres y 25 años de las mujeres, se retiren de las tareas activas de Seguridad Pública y cesen los efectos de su nombramiento, y puedan gozar, con la autorización del Cabildo, del beneficio de una pensión, la cual consistirá en el pago del 100% del sueldo mensual que gocen en el grado policial que les corresponda al momento de la jubilación.

En ese sentido, en el caso que nos ocupa la hoy actora se desempeña como ********** de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, y que a la fecha ha prestado sus servicios en esa corporación por más de **********años de acuerdo con las documentales que obran agregadas en autos –visibles a folios 018 a 021-, en particular la constancia laboral sin número de fecha **********, suscrita por la C. **********, en su carácter de Jefa de la Sección Primera de Estado, la cual goza de valor probatorio pleno por haber sido expedida por autoridad en ejercicio de sus funciones de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, de donde se precisa que el **********, fue la fecha en que causo su alta como parte integrante de esa corporación; por lo que resulta inconcuso que a la fecha en que realizó la solicitud de mérito (**********), le asistía el derecho a la jubilación conforme a los montos y limites que correspondan atendiendo a la normatividad legal aplicable, con la autorización del Cabildo.

De ahí que sea inconcuso, que la actora tiene derecho a una pensión por jubilación, con los límites y montos que señale la normatividad aplicable, con la autorización del Cabildo; sin embargo, se presenta una problemática significativa, pues como se ha establecido la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado, no es aplicable en la especie, precisamente porque dicha Ley resulta aplicable a quienes cotizan a la Dirección de Pensiones del Estado, lo que en el caso no se advierte haya ocurrido, aunado a que en la normatividad Municipal no hay un Reglamento o disposiciones de carácter general que regulen el otorgamiento de las pensiones en el sentido en que lo define la demandada.

Por tanto, es de advertirse que si bien es cierto la autoridad demandada no invoca ninguna norma jurídica en que se apoye para la resolución del caso concreto en los términos que resolvió, sin embargo, como se ha establecido aquí, la parte actora cuenta con un derecho a la pensión materia de la solicitud formulada a la autoridad demandada, como una expresión del derecho humano a la seguridad social; cuestión que no puede quedar sin resolución, de ahí que la enjuiciada Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, debe emitir una resolución en la que establezcan lo que corresponda sobre la cuestión planteada, sin dejar de observar lo señalado en el presente considerando y absteniéndose de estimar en el caso concreto que la actora no cumplió con el requisito de aportar al fondo de pensiones de la Dirección General de Pensiones, y para ello ante la falta de disposición expresa en la Ley, deberán considerar, entre otros supuestos, las disposiciones que regulen casos semejantes, aplicando supletoriamente la legislación que le permita resolver de manera fundada y motivada la solicitud formulada en un parámetro de razonabilidad y proporcionalidad, pues se trata de una cuestión que no puede quedar sin resolver, ya que de lo contrario se vulneraría el derecho humano a la seguridad jurídica.

Con los razonamientos anteriores, no se estima necesario invocar aquí la Ley de Pensiones del Estado de San Luis Potosí en su apartado de Pensiones y Jubilaciones, para los miembros de las instituciones policiales de conformidad con el artículo 123 apartado B, fracción XIII de la Constitución Política Estados Unidos Mexicanos; y en el caso de que la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Municipio de San Luis Potosí, decida utilizar dicha norma como orientadora eso sería dable aplicando un criterio pro homine de conformidad con el artículo 1 de nuestra Carta Magna, y sujetándose a lo anteriormente resuelto en esta sentencia.
En este orden de ideas, resulta indebida la determinación expuesta en el acto impugnado, consistente que ante la falta de aportación a un fondo de pensiones la actora no tiene derecho a jubilación. Entonces es lícito y jurídico ordenar al Municipio de San Luis Potosí que se apegue a los principios de supremacía constitucional y a la interpretación más favorable al gobernado, por lo que deberá atender la petición de la actora con relación al derecho de pensión consignado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y diversos instrumentos internacionales, siguiendo los lineamientos anteriormente señalados.

Lo anterior, pues el acto impugnado en este caso se emitió por la autoridad en respuesta a una petición del particular, por lo que ante la petición del administrado la autoridad debe emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, pues de no ser así afecta las defensas del particular, al dejar sin respuesta a la misma. De igual manera, para que la actora conozca con certeza jurídica el mérito de la decisión y, en su caso, pueda entablar una debida defensa.
Sirven de apoyo a lo anterior, las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben:

Registro digital: 194664

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: VIII.2o. J/24       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Febrero de 1999, página 455

Tipo: Jurisprudencia

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Registro digital: 195590

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 67/98        

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Septiembre de 1998, página 358

Tipo: Jurisprudencia

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.”
Tesis de jurisprudencia 67/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del catorce de agosto de mil novecientos noventa y ocho.

Así las cosas, en la especie se actualizó las causales de ilegalidad previstas en las fracciones II y IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refieren respectivamente a la ilegalidad del acto impugnado, ante la ausencia de fundamentación y motivación, así como cuando en su emisión se dejaron de aplicar las disposiciones debidas; en consecuencia, con fundamento en el artículo 251 del propio Código, se declara la NULIDAD del acto impugnado, consistente en el oficio número ********** de **********.
En ese tenor a EFECTO de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la autoridad demandada la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que proceda a emitir un nuevo acto en la que atendiendo a lo establecido en la presente sentencia resuelvan lo que en derecho corresponda, absteniéndose de sostener como improcedencia del otorgamiento de la pensión que la hoy actora no realizó aportaciones al fondo de pensiones.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracciones II y IV, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado, consistente en el oficio número ********** de **********, precisado en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y PARA LOS EFECTOS precisados en la parte final de esta resolución.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a la autoridad demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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